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Estimado señor:

Asunto:
Solicitud de criterio sobre proyecto de ley denominado “Promoción de la Conservación de Tierras Privadas”, Expediente N° 14.924.

En respuesta a solicitud planteada por correo electrónico por el Lic. Gabriel Rodríguez Arias, Fiscalizador Asociado de esa División, para que esta Área de Servicios Públicos Generales y Ambientales se pronuncie sobre el proyecto de ley denominado “Promoción de la Conservación de Tierras Privadas”, Expediente N° 14.924; con el propósito de colaborar con la rendición del criterio que ha solicitado el Departamento de Servicios Parlamentarios de la Asamblea Legislativa, se indica lo siguiente sentido.

El régimen jurídico de las áreas silvestres protegidas que bajo las categorías de parques nacionales, reservas biológicas, refugios de vida silvestre, reservas forestales o zonas protectoras han sido creadas desde la década de los años 70, han encontrado en diversa legislación un régimen jurídico de especial regulación; así por ejemplo la Ley del Servicio de Parques Nacionales, N°  6084 del 17 de agosto de 1977, crea las áreas silvestres de dominio público de mayor protección y posteriormente las leyes forestales Números 7174, 7032 y 4465 hacían la distinción de cada una de ellas, según los objetivos o fines de protección, uso o conservación, ya fuera el recurso forestal, hídrico o la flora y fauna silvestre que igualmente recoge y tutela la Ley de Conservación de la Vida Silvestre N° 7317 del 21 de octubre de 1992 al crear los refugios de vida silvestre públicos y privados.


Posteriormente la Ley Orgánica del Ambiente, N° 7554 del 4 de octubre de 1995, enumera bajo el concepto genérico de áreas silvestres protegidas, las categorías ya mencionadas y agrega los humedales y los monumentos naturales, encargando su administración al Ministerio del Ambiente y Energía con la salvedad de éstas últimas a cargo de las municipalidades y que define de la siguiente manera:

“Artículo 33.- Monumentos naturales. Se crean los monumentos naturales cómo áreas que contengan uno o varios elementos naturales de importancia nacional. Consistirán en lugares u objetos naturales que, por su carácter único o excepcional, su belleza escénica, o su valor científico, se resuelva incorporarlos a un régimen de protección. Los monumentos naturales serán creados por el Ministerio del Ambiente y Energía y administrados por las municipalidades respectivas.”


Como se aprecia, la categoría especial de monumento natural ya ha sido creada para la protección o conservación de elementos o bienes naturales de valor escénico o científico como los que el proyecto de ley sometido a consulta pretende resguardar desde la perspectiva privada, de ahí que a criterio de esta Área de Fiscalización resulta innecesario crear una figura afín por ley especial de la República como forma de asegurar los objetivos que de toda suerte ya han sido definidos por la legislación nacional, y que permiten a cualquier particular crear bajo la categoría de reserva, refugio, monumento natural o área equivalente.


Por otra parte, llama la atención que el régimen de protección forestal privado, de la biodiversidad y demás componentes ambientales, ya encuentra en el sistema de regulación actual un trato especial caracterizado por la imposición de limitaciones de interés socioambiental tales como la prohibición de cambio de uso del suelo de los bosques
, aún cuando estos se encuentren en manos o bajo el régimen de propiedad privada, incluso algunos decretos ejecutivos, que es el medio formal normalmente aplicable a la constitución de áreas silvestres, han decretado la constitución de reservas privadas como La Selva, Bosque Nacional Eterno de los Niños, la Reserva Biológica Monte Verde, Curú y la Reserva Privada Marenco.


En este sentido, el artículo 60 de la Ley de Biodiversidad es claro en admitir el régimen mixto de las áreas silvestres protegidas al señalar:


“Las áreas silvestres protegidas, además de las estatales, pueden ser municipales, mixtas o de propiedad privada. Por la gran importancia que tienen para asegurar la conservación y el uso sostenible de la biodiversidad del país. El Ministerio del Ambiente y Energía y todos los entes públicos, incentivarán su creación, además, vigilaran y ayudarán en su gestión.”


En razón de lo anterior, a criterio de esta Área de Servicios Públicos Generales y Ambientales, no es necesaria una ley especial que promueva u obligue al propietario a crear y denominar monumento natural o reserva privada el área que por su propia voluntad, y en aplicación del régimen forestal privado y demás regulaciones ambientales, quiera o deba mantener y explotar mediante actividades también privadas, de ecoturismo, visitación e investigación. Es decir, en uso de las atribuciones propias del régimen privado de propiedad ya ha sido posible lograr, según la exposición de motivos del proyecto de ley en consulta, la creación de cada vez más áreas silvestres privadas bajo diversas denominaciones, ya sea por su propia actividad lucrativa o inspirados por la protección y conservación misma, sin necesidad de una ley específica que las regule e incentive como la que se propone.


El proyecto de ley viene a reconocer un contrato de constitución mediante escritura pública de una reserva, monumento natural o servidumbre ecológica, a favor de lo que denomina un ente acreditado el cual ostenta el carácter de supervisor, con lo cual podría interpretarse que se confieren a personas jurídicas privadas como las asociaciones o fundaciones según el artículo 6 del proyecto, potestades de imperio en materia de control y vigilancia que aún en propiedad privada corresponden al Ministerio del Ambiente y Energía o al Sistema Nacional de Áreas de Conservación, encargados de la administración y resguardo del patrimonio natural.


Debe señalarse además, que mediante el sistema de servicios ambientales  constituido al amparo de la actual Ley Forestal, N° 7575 del 5 de abril de 1996, y la misma Ley de Biodiversidad, N° 7788 del 27 de mayo de 1998, así como el Reglamento para el Pago de Servicios Ambientales, ya se han establecido los mecanismos o instrumentos de protección de naturaleza contractual, donde el Estado en representación de los intereses colectivos y fines públicos, se garantiza el cumplimiento de obligaciones a cargo de particulares propietarios de terrenos privados para la reforestación o protección de bosques y cumplimiento de los mismos fines dispuestos en el artículo 4 del proyecto de ley, sin necesidad de crear una categoría de protección específica que promueva, regule o incentive las reservas privadas, ni que confiera funciones supervisoras a entes calificados, inclusive de naturaleza privada como son las asociaciones y las fundaciones.


Igualmente la Ley Forestal N° 7575, en sus artículos 22 y 23, consigna entre otros incentivos para los propietarios de terrenos forestales privados que se sometan voluntariamente al régimen de incentivos, la exoneración del pago del impuesto a los bienes inmuebles, protección en caso de invasión o precarismo, así como la exención del pago del impuesto a los activos.


En relación con las servidumbres ecológicas o de conservación, como se le ha dado en denominar al “derecho real constituido sobre un bien inmueble ajeno a favor de un ente calificado, por medio del cual se planifican las actividades, el tipo y la intensidad de uso que puede tener lugar en ese bien en el futuro, con el fin público de conservar los valores biológicos, culturales, escénicos, hidrológicos, recreativos o productivos presentes en él, y mantener los servicios ambientales que este brinda a toda la sociedad...”; puede agregarse que ya han sido utilizadas e inscritas como tales en el Registro Público de la Propiedad sin requerimiento de texto de ley especial que así lo regule, de tal manera que si lo que se pretende es subsanar el impedimento legal dispuesto en el artículo 292 del Código Civil
 para imponer cargas y obligaciones a perpetuidad, bien podría simplificarse en dicho caso la iniciativa que se propone por vía de ley, sin necesidad de incluirse los otros instrumentos ni demás regulaciones por las razones que ya han sido apuntadas.

Atentamente,

	Lic. José Luis Alvarado Vargas
	Lic. Juan Luis Camacho Segura

	Gerente de Área
	Abogado Fiscalizador
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� Ver artículo 19 de la Ley Forestal N° 7575 de 5 de febrero de 1996


� “Artículo 292.- Los derechos de transformación y enajenación son inherentes a la propiedad y ningún propietario puede ser obligado a transformar o no transformar, a enajenar o no enajenar, sino en los casos y en la forma que la ley lo disponga. Es permitido establecer limitaciones a la libre disposición de los bienes, únicamente cuando éstos se transfieren por título gratuito. Pero no serán válidas por un plazo mayor de diez años, salvo tratándose de beneficiarios menores de edad, en que este término puede ampliarse hasta que el beneficiario cumpla veinticinco años de edad. Serán nulas por contrarias al interés, y a la libre disposición de los bienes como atributo del dominio, las limitaciones establecidas por mayor tiempo del indicado en el presente artículo y, en consecuencia, el Registro Público hará caso omiso de ellas en cuanto excedan de los términos señalados, considerándose el bien libre de toda restricción.”
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